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I. INTRODUCCIÓN. LOS ENTES LOCALES EN LA UNIÓN EUROPEA, BREVES CONSIDERACIONES

El objetivo buscado con la presentación de estos informes sobre Derecho comunitario europeo es el mismo que el de los que se refieren a otras cuestiones, destacar las novedades de mayor interés para los entes locales en nuestro caso en el desarrollo de la Comunidad Europea. Sin embargo, la peculiaridad de ésta y el papel que en ella desempeñan los entes locales hace conveniente en nuestra opinión adelantar algunos elementos que ayuden a comprender mejor lo que aquí, y en informes posteriores, pueda decirse.

Lo primero que debe subrayarse es que la Comunidad Europea es una Organización de Estados, pero está más allá de cualquier duda que los entes locales, como cualquier nivel administrativo de los Estados miembros, se encuentran profundamente afectados por el fenómeno comunitario, bien sea por que una buena parte de las normas de Derecho comunitario entran dentro de su esfera de competencias, y deben ser por tanto aplicadas por ellos, como por que son, o pueden ser, destinatarios de numerosos programas e iniciativas que se refieren al ámbito urbano y constituyen instrumentos importantes para ayudarles en su desarrollo en diversos aspectos.

Sin embargo, el proceso comunitario tiene para los entes locales un interés de carácter horizontal, es decir que no estamos ante un ámbito más de actividad en relación con el cual pueda acotarse un sector concreto de novedades de carácter legislativo, jurisprudencial, etc. En lugar de eso se trata de un factor que influye en prácticamente todos los ámbitos de interés de los entes locales. Es por eso que en ocasiones entre las novedades legislativas podrán incluirse normas comunitarias que, aunque no afecten de manera directa y/o exclusiva a los entes locales, si que tengan trascendencia para éstos al modificar el contexto en el que dichos entes locales se encuentran inmersos a nivel comunitario. Y este primer informe constituye una muestra por cuanto se incluyen entre las novedades legislativas el Tratado acordado por los Jefes de Estado y de Gobierno en la pasada Cumbre de Lisboa, con el que se quiere superar el impasse generado con ocasión del Tratado constitucional.

De acuerdo con ese carácter horizontal al que nos referíamos anteriormente no existe una política urbana comunitaria propiamente dicha sino que las cuestiones de interés para los entes locales son objeto de atención en el marco de diversas políticas, entre las que destaca de manera especial la política regional, pero a la que deben añadirse otras como, por ejemplo, las relativas a transporte o medio ambiente. En el marco de la primera de estas políticas, la regional, se han producido recientemente novedades significativas a los efectos de lo que interesa para este informe, en concreto una toma en consideración de forma más expresa del fenómeno urbano en el marco de los Instrumentos de esa política, los Fondos estructurales y el Fondo de Cohesión, con la sustitución de iniciativas anteriores por otras que pueden servir para que los entes locales de los Estados miembros de la Unión desarrollen proyectos en muy diversos ámbitos, pudiendo mencionar en ese sentido instrumentos como JESSICA o JASPERS, lanzados en 2006.

En los párrafos siguientes vamos a intentar exponer de manera esquemática los elementos fundamentales de la participación, directa o indirecta, de los entes locales en el proceso comunitario, especialmente haciendo alusión a las cuestiones de carácter institucional. 

Como ya se ha señalado anteriormente la Unión Europea es una unión de Estados, por lo que el peso fundamental en el marco de las instituciones comunitarias en relación con la adopción de normas de Derecho comunitario corresponde a los Gobiernos de los Estados, dejando para su arreglo en el plano interno la posible inserción de los intereses y puntos de vista de otros niveles administrativos —entes locales y regionales— en la configuración de la posición del Estado.

La única vía de participación directa de los entes locales en la estructura institucional de la Unión Europea es a través del Comité de las Regiones, creado con ocasión del Tratado de la Unión Europea, firmado en Maastricht el 7 de febrero de 1992 y que entró en vigor el 1 de noviembre de 1993. A pesar de su denominación este órgano está compuesto, conforme al artículo 263 del Tratado de la Comunidad Europea, por representantes de los entes regionales y locales de los Estados miembros. Su objetivo es integrar los intereses de esos entes en el proceso comunitario de adopción de decisiones, principalmente mediante los dictámenes que, de forma obligatoria o facultativa, le soliciten las instituciones. En la actualidad el Tratado establece el dictamen preceptivo del Comité de las Regiones en cuestiones como: Fondo Social Europeo (artículo 148), educación (artículo 149.4), formación profesional (artículo 150.4), cultura (artículos 151.5), redes transeuropeas (artículo 156), cohesión económica y social (artículo 159, 161 y 162), medio ambiente (artículo 175.1) y cooperación transfronteriza (artículo 265).

Además el Comité de las Regiones tiene la facultad de adoptar dictámenes por propia iniciativa (artículo 265), pudiendo, en el caso de que entre en vigor el Tratado de Lisboa, plantear recursos ante el Tribunal de Justicia en defensa de sus prerrogativas (artículo 263). En cuanto a su composición se lleva a cabo una distribución proporcional de los 344 miembros, y otros tanto suplentes, entre los distintos Estados miembros, correspondiéndole a España 21, y el mismo número de suplentes. El reparto de esos escaños entre entes locales y regionales se realiza a nivel interno de cada Estado; en el caso español tras una moción del Senado de 20 de octubre de 1993 se decidió que corresponderían uno, y un suplente, a cada Comunidad Autónoma y los cuatro restantes, con sus correspondientes suplentes, a los entes locales, siendo éstos propuestos por la Federación Española de Municipios y Provincias (en este momento son representantes titulares los Alcaldes de Barcelona, Madrid, Palencia y Valencia y suplentes los de Córdoba, Gijón, Tegueste —Santa Cruz de Tenerife— y Valladolid).

Aunque el Comité de las Regiones es la única instancia de participación directa de los entes locales en la estructura institucional de la Comunidad, no es el único foro en el que se tomen en consideración las cuestiones urbanas sino que en varias instituciones existen órganos encargados específicamente de ese ámbito. Así, son varias las unidades existentes en diversas Direcciones Generales de la Comisión centradas específicamente, de forma total o parcial, en cuestiones urbanas, en ese sentido cabe destacar en el seno de la Dirección General de Política Regional, la Dirección D, relativa a cooperación territorial, acciones urbanas y regiones ultraperiféricas, dentro de la cual su Unidad 2 se dedica a las acciones urbanas. Asimismo, en respuesta a la solicitud planteada en su momento por el Parlamento Europeo de cara a la ampliación de la Unión, de que se llevase a cabo una coordinación de todos esos servicios, especialmente con vista al nuevo marco financiero para el periodo 2007-2013, se creo un Grupo Interservicios de la Comisión para la coordinación de las políticas que afectan a la dimensión urbana, cuyo objetivo es trasformar la dimensión urbana en una cuestión de tipo horizontal, que se tome en consideración en todas las políticas, especialmente en las relativas a la cohesión. Ese grupo comenzaba sus trabajos en 2006 habiéndose llevado a cabo diversas reuniones así como la elaboración, este mismo año 2007, de una guía sobre La dimensión urbana de las políticas comunitarias (http://www.ccre.org/news_detail_en.htm?ID=1080).

Todavía en el marco de la Comisión debe señalarse también el diálogo entre ésta y las asociaciones europeas y nacionales de colectividades territoriales, que tiene como principal objetivo integrar la opinión de los entes locales y regionales en el proceso de adopción de decisiones comunitarias en aquellas políticas que tengan efectos territoriales importantes, cuya aplicación es responsabilidad de los agentes locales. Para ello el diálogo tiene lugar en los primeros momentos del proceso decisorio, pudiendo realizarse en dos momentos distintos, bien con ocasión de la presentación del programa de trabajo de la Comisión, o bien al ponerse en marcha grandes iniciativas políticas con efectos territoriales importantes. Las asociaciones que participan en ese diálogo son identificadas por el Comité de las Regiones que proporciona a la Comisión una lista indicativa de las que considera más adecuadas en relación con los temas a tratar en cada reunión. La decisión final corresponde a la Comisión, que puede decidir invitar a otras asociaciones no incluidas en la lista del Comité de las Regiones.

La participación de las asociaciones en ese diálogo está sometida a una serie de criterios fijados por el Comité de las Regiones, en cooperación con las asociaciones de colectividades territoriales. Entre esos criterios pueden señalarse: el carácter representativo de las asociaciones, el grado de afectación por la política objeto de debate, la experiencia y el nivel de conocimientos, la aptitud para presentar una opinión estructurada de manera colectiva y su capacidad para presentar a sus miembros las propuestas y orientaciones de la Comisión (sobre esta cuestión véase la Comunicación de la Comisión sobre el Diálogo con las asociaciones de colectividades territoriales sobre la elaboración de las políticas de la Unión Europea (COM (2003) 811 final, de 19 de diciembre de 2003).

También el Parlamento Europeo presta atención a las cuestiones urbanas destacando en este punto el Intergrupo de Política urbana y vivienda. Los intergrupos no son órganos del Parlamento Europeo de carácter oficial sino foros creados por europarlamentarios de varios grupos políticos con el fin de poder debatir e intercambiar puntos de vista sobre cuestiones concretas. El Intergrupo de Política urbana se creaba el 13 de abril de 2005 y reúne a miembros de las distintas comisiones de Parlamento Europeo que se ocupan de la dimensión urbana, desde presupuestos, economía o empleo hasta medio ambiente, industria y energía, pasando por turismo, mercado interior, transportes, desarrollo regional, cultura o mujer.

Además de la representación directa de los entes locales en la estructura institucional comunitaria (Comité de las Regiones) o de la atención que a las cuestiones urbanas presten esas instituciones, debe señalarse también que los entes locales tienen otras vías para defender sus intereses en el marco comunitario, entre las que destaca la práctica del lobby, es decir de la constitución de grupos de presión, que en el caso de los entes locales, especialmente de los de pequeño o mediano tamaño, se canaliza principalmente a través de las Oficinas permanentes de las distintas regiones, en nuestro caso de las Comunidades Autónomas, en Bruselas, o bien con la asistencia de la Representación Permanente del Estado ante la Unión Europea. No obstante, son varios los ejemplos de representaciones directas de ciudades o grupos de ciudades, la más antigua de las cuales fue la abierta por la ciudad de Birmingham en 1984.

Estas Oficinas cumplen una diversidad de funciones entre las que destacan las de canal de información y medio de contacto con las instituciones comunitarias, así como el ejercicio de la labor de lobby en defensa de los intereses del ente o entes locales que la han creado. Entre las ciudades que cuentan con una oficina en Bruselas pueden mencionarse, por ejemplo, Londres, Viena, Helsinki, Copenhague o Glasgow, así como diversas ciudades de los nuevos Estados miembros del Centro y Este de Europa como, por ejemplo, Lodz en Polonia o Sofía, Varna, Plovdiv y Bourgas en Bulgaria. En el caso de España el ejemplo más significativo es el de la Delegación de la Federación de municipios de Madrid en la Oficina de la Comunidad Autónoma, al que pueden añadirse las oficinas de la Diputación Provincial de Barcelona o del Cabildo insular de Gran Canaria.

II. NOVEDADES LEGISLATIVAS

Desde la fecha del último informe de mayo de 2008 se han adoptado varias normas comunitarias, entre las que destacan de interés para los entes locales:
1.- Directiva 2008/50/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, relativa a la calidad del aire ambiente y a una atmósfera más limpia en Europa
Esa Directiva acompaña a la Estrategia temática sobre contaminación atmosférica (COM (2005) 446: para alcanzar «niveles de calidad del aire que no den lugar a riesgos o efectos negativos significativos en la salud humana y el medio ambiente», esta estrategia temática completa la legislación actual. Define objetivos en materia de contaminación atmosférica y propone medidas para alcanzarlos de aquí al año 2020: modernizar la legislación vigente, insistir en los contaminantes más nocivos y conseguir una mayor implicación de los sectores y de las políticas que pueden influir en la contaminación del aire.

La nueva Directiva que comentamos tiene por objeto, en particular, simplificar y aclarar la legislación en materia de calidad del aire. Fusiona en un solo acto la Directiva marco 96/62/CE y tres de sus directivas de desarrollo (las Directivas 1999/30/CE, 2000/69/CE y 2002/3/CE), así como la Decisión 97/101/CE sobre el intercambio de información respecto a la contaminación atmosférica. De ese modo, suprime los procedimientos redundantes y los que no son esenciales. Asimismo, simplifica los requisitos relativos a la presentación de informes y al establecimiento de una base de datos electrónica. Además, consolida los requisitos de planificación por parte de los Estados miembros con objeto de garantizar el cumplimiento de los límites de concentración de contaminantes. Prevé también una serie de medidas relativas a las partículas finas (PM2,5), en particular el establecimiento de un límite máximo de concentración en las regiones más contaminadas y de objetivos de reducción que deben alcanzarse antes de 2020, así como la intensificación de la vigilancia de ese tipo de contaminante.
2.- Reglamento (CE) no 593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de junio de 2008, sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I)
Actualmente el Convenio de Roma es en el ámbito comunitario el único que en materia de Derecho internacional privado sigue revistiendo todavía la forma de un tratado internacional. La importancia de la compatibilidad de las normas de conflicto de leyes para la consecución del objetivo de reconocimiento mutuo de las decisiones judiciales quedó plasmada en el Plan de acción de Viena. 
El programa de reconocimiento mutuo de 2000 convierte las medidas relativas a la armonización de las normas de conflicto de leyes en medidas de acompañamiento, facilitando así la aplicación del principio de reconocimiento mutuo. Esta propuesta se propone transformar en reglamento comunitario y modernizar el Convenio de Roma de 1980 sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales. La transformación del Convenio en instrumento comunitario mediante la normalización del Derecho internacional privado de los Estados miembros otorgará una competencia de interpretación al Tribunal de Justicia y facilitará la aplicación de normas uniformes de conflicto de leyes en los nuevos Estados miembros. Este Reglamento es el resultado de una amplia consulta de los Estados miembros, de las demás instituciones y de la sociedad civil, especialmente en el marco del Libro Verde de 14 de enero de 2003. 
De este modo y gracias a la adopción del Reglamento (CE) n° 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, “Bruselas I”, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil y a la próxima adopción de la propuesta de Reglamento “Roma II” sobre la ley aplicable a las obligaciones no contractuales, el instrumento “Roma I” completará la armonización del Derecho internacional privado sobre obligaciones de carácter contractual o no contractual en materia civil y mercantil.
3.- Directiva 2008/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008, sobre los residuos y por la que se derogan determinadas Directivas
La Directiva 2006/12/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2006, relativa a los residuos establece el marco legislativo para la manipulación de residuos en la Comunidad. En ella se definen conceptos clave como residuos, valorización y eliminación y se establecen los requisitos esenciales para la gestión de residuos, en particular la obligación de que las entidades o empresas que lleven a cabo operaciones de gestión de residuos tengan una autorización o estén registradas, la obligación de que los Estados miembros tengan planes de gestión de residuos, y otros principios fundamentales. Sin embargo, es necesario revisar la Directiva 2006/12/CEE con objeto de aclarar conceptos clave, como las definiciones de residuos, valorización y eliminación, reforzar las medidas que deben tomarse respecto a la prevención de residuos, introducir un enfoque que tenga en cuenta no sólo la fase de residuo sino todo el ciclo de vida de los productos y materiales, y centrar los esfuerzos en disminuir el impacto en el medio ambiente de la generación y gestión de residuos, reforzando así el valor económico de los residuos. Además, es importante favorecer la valorización de los residuos y la utilización de materiales valorizados a fin de preservar los recursos naturales.

En aras de una mayor claridad y legibilidad debe derogarse la Directiva 2006/12/CE y sustituirse por ésta nueva, cuyo objetivo es revisar la Directiva marco sobre residuos e integrar el contenido de la Directivas sobre residuos peligrosos y aceites usados. Así, se introduce un objetivo medioambiental y se aclaran determinados conceptos (valorización, cuándo un residuo deja de serlo, etc.), se introducen procedimientos que permiten elaborar normas mínimas de calidad y se impone a los Estados miembros la elaboración de programas nacionales de prevención de los residuos.

4.- Directiva 2008/68/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de septiembre de 2008, sobre el transporte terrestre de mercancías peligrosas.

Los objetivos de la presente Directiva son garantizar la aplicación uniforme de normas armonizadas de seguridad en toda la Comunidad y alcanzar un alto nivel de seguridad para las operaciones de transporte nacionales e internacionales, que no pueden ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros y, por consiguiente, pueden lograrse mejor a nivel comunitario. Quedan excluidos de la aplicación de esta norma el transporte de mercancías peligrosas en determinadas circunstancias excepcionales vinculadas a la naturaleza de los vehículos o buques utilizados, o al carácter limitado de algunas operaciones de transporte, así como el transporte de mercancías peligrosas efectuado bajo la responsabilidad o supervisión directa y física de las fuerzas armadas.

Por otra parte, la Directiva deroga una serie de normas anteriores en beneficio de la claridad y coherencia del ordenamiento comunitario, como las directivas 94/55/CE sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros con respecto al transporte de mercancías peligrosas por carretera y la Directiva 96/49/CE sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros con respecto al transporte de mercancías peligrosas por ferrocarril. Con el fin de instaurar un régimen común para todos los aspectos del transporte terrestre de mercancías peligrosas, procede sustituir las Directivas antes citadas por una directiva única que incorpore también las correspondientes disposiciones en relación con las vías navegables interiores.

III. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES

Sentencias del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas

1) Sentencia de 11 de septiembre de 2008, as. ac. C-428/06 a C-434/06

Esta sentencia tiene su origen en diversas peticiones de decisión prejudicial planteadas por el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco en el marco de litigios entre la Unión General de Trabajadores de La Rioja, la Comunidad Autónoma de La Rioja y la Comunidad Autónoma de Castilla y León, de una parte, y las Juntas Generales del Territorio Histórico de Vizcaya, las Diputaciones Forales de Álava, de Vizcaya y de Guipúzcoa, la Cámara de Comercio, Industria y Navegación de Bilbao y la Confederación Empresarial Vasca, de otra.

El objetivo es obtener del Tribunal de Luxemburgo la interpretación del artículo 87.1 del Tratado CE en el sentido de saber si las medidas tributarias adoptadas por las Juntas Generales del Territorio Histórico de Vizcaya, así como las normas forales pertinentes de Álava y Guipúzcoa han de considerarse selectivas con encaje en la noción de ayuda de Estado de dicho precepto y han de comunicarse a la Comisión en los términos del artículo 88.3 del Tratado. Esas disposiciones modifican la normativa del impuesto sobre sociedades para establecer un tipo impositivo inferior al general de la ley del Estado español y unas deducciones de la cuota que no existen en el ordenamiento jurídico tributario estatal, aplicables en el ámbito territorial de dicha entidad infraestatal dotada de autonomía.

A este respecto ha de tenerse en cuenta la sentencia del Tribunal de Justicia de 6 de septiembre de 2006, Portugal c. Comisión, as. C-88/03, en la que se advierte que para apreciar la selectividad de una medida es necesario examinar si, en el marco de un régimen jurídico concreto, dicha medida puede favorecer a determinadas empresas en comparación con otras que se encuentren en situación fáctica y jurídica comparable. En esa sentencia el Tribunal comunitario recordaba que el marco de referencia no necesariamente ha de ser el territorio del Estado miembro, por lo que una medida que conceda una ventaja en una parte del territorio de un Estado no puede calificarse automáticamente como selectiva. En efecto, añadía que no puede excluirse que una entidad infraestatal con estatuto jurídico y fáctico que la haga suficientemente autónoma del Gobierno central del Estado puede adoptar medidas que definan el medio político y económico en el que operan las empresas, pudiendo fijar un tipo impositivo inferior al nacional, que es únicamente aplicable a las empresas localizadas en el territorio de esa entidad infraestatal. Además, el Tribunal de Luxemburgo afirma que para que pueda considerarse que una decisión se ha adoptado en ejercicio de atribuciones lo suficientemente autónomas de dicha autoridad deben reunirse los tres requisitos siguientes:

— que la entidad infraestatal cuente con un estatuto político y administrativo distinto del Gobierno central (autonomía institucional).

— que la decisión haya sido adoptada sin que el Gobierno central haya podido intervenir directamente en su contenido (autonomía de procedimiento).

— que las consecuencias financieras de la reducción del tipo impositivo nacional aplicable a las empresas localizadas en el territorio de la entidad infraestatal no se vean compensadas por ayudas o subvenciones procedentes de otras entidades infraestatales o del Gobierno central (autonomía económica y financiera).

El Tribunal de Justicia responde al respecto recordando que su función no es interpretar el Derecho nacional sino el Derecho comunitario europeo, en este caso el artículo 87.1 del Tratado CE, para lo que señala que es preciso determinar qué entidad infraestatal ha de tomarse en consideración a la hora de apreciar el carácter selectivo de una medida tributaria. A este respecto el Tribunal afirma que habrá que tomar en cuenta al propio tiempo a los Territorios Históricos y a la Comunidad Autónoma del País Vasco puesto que para evitar llegar a situaciones incoherentes, el reparto de competencias entre todas estas entidades requiere una estrecha colaboración entre ellas. El Tribunal llega a esa conclusión al recordar que los Territorios Históricos únicamente serían competentes en materia tributaria, correspondiendo las demás competencias a la Comunidad Autónoma del País Vasco.

En cuanto al cumplimiento en este caso de los tres requisitos por él apuntados en la sentencia Portugal c. Comisión antes citada para considerar que una decisión se ha adoptado en ejercicio de atribuciones lo suficientemente autónomas señala lo siguiente:

1) del examen de la Constitución, del Estatuto de Autonomía y del Concierto Económico resulta que los Territorios Históricos y la Comunidad Autónoma del País Vasco poseen un estatuto político y administrativo distinto al del Gobierno central, por lo que cumplen con el criterio de la autonomía institucional o procedimental.

2) el hecho de que se incluya un procedimiento de conciliación para prevenir conflictos no excluye que se cumpla el requisito de la autonomía de procedimiento, siempre que la decisión final sea adoptada por la entidad infraestatal y no por el Gobierno central. En ese sentido señala el Tribunal que del análisis del Concierto Económico no se desprende que, a falta de acuerdo en el seno de la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa en él contemplada, el Gobierno central pueda imponer la adopción de una norma que tenga un contenido determinado. En cualquier caso señala que la verificación del cumplimiento de este segundo requisito corresponde al órgano jurisdiccional nacional remitente.

3) incumbe al órgano jurisdiccional remitente verificar si los Territorios Históricos asumen las consecuencias políticas y financieras de una medida tributaria adoptada dentro de los límites de las competencias que tienen otorgadas, cumpliendo de esa forma con el requisito de la autonomía económica y financiera.

A la vista de todo lo anterior el Tribunal de Justicia responde a la cuestión prejudicial señalando que el artículo 87.1 del Tratado CE debe interpretarse en el sentido de considerar que el órgano jurisdiccional remitente es el único competente para identificar e interpretar el Derecho nacional, así como para aplicar el Derecho comunitario a los litigios planteados ante él, verificando si los Territorios Históricos y la Comunidad Autónoma del País Vasco gozan de autonomía institucional, de procedimiento y económica, lo que tendría como consecuencia que las normas adoptadas dentro de los límites de las competencias otorgadas a dichas entidades infraestatales por la Constitución española y el resto del ordenamiento jurídico nacional no tienen carácter selectivo, en el sentido del concepto de ayuda de Estado tal como aparece recogido en el artículo 87.1 del Tratado CE.

2) Sentencia de 16 de septiembre de 2008, as. C-288/07

El origen de esta sentencia es una petición de decisión prejudicial planteada por la High Court of Justice del Reino Unido relativa a la interpretación del artículo 4.5.2 de la Directiva 77/388/CEE del Consejo en materia de armonización de las legislaciones de los Estados miembros relativas a los impuestos sobre el volumen de negocios-Sistema común del impuesto sobre el valor añadido (Sexta Directiva). A este respecto debe señalarse que el apartado 1º del mismo artículo 4.5 señala que: “Los Estados, las regiones, las provincias y los municipios y demás organismos de Derecho público no tendrán la condición de sujetos pasivos en cuanto a actividades u operaciones que desarrollen en el ejercicio de sus funciones públicas, ni siquiera en el caso de que con motivo de tales actividades u operaciones perciban derechos, rentas, cotizaciones o retribuciones”. Pero el apartado 2º añade: “No obstante, cuando efectúen tales actividades u operaciones deberán ser considerados como sujetos pasivos en cuanto a dichas actividades u operaciones, en la medida en que el hecho de no considerarlos sujetos pasivos lleve a distorsiones graves de la competencia”.

La petición de la cuestión prejudicial se inscribe en el proceso seguido ante el órgano jurisdiccional remitente entre los Commissioners of Her Majesty Revenu & Customs y cuatro entidades locales (Isle of Wight Council, Mid-Suffolk District Council, South Tyneside Metropolitan Council y West Berkshire District Council) respecto a la condición de dichas entidades como sujetos pasivos del IVA en lo que respecta a las actividades de explotación de aparcamientos cerrados para automóviles.

El litigio principal se plantea cuando, tras la interpretación del artículo 4.5.1 de la Directiva anteriormente citada recogida en la sentencia del Tribunal de Justicia de 14 de diciembre de 2000, as. C-446/98, 127 entidades locales solicitan la devolución del IVA previamente satisfecho al considerar que no deberían haber estado sujetas a dicho impuesto. La negativa del Commissioners of Her Majesty Revenu & Customs a esa devolución llevó a esas entidades locales finalmente ante la High Court que optó por plantear al Tribunal de Luxemburgo las siguientes cuestiones:

1) Si la expresión “distorsiones de la competencia” debe apreciarse respecto de cada organismo público, de manera que la existencia de esas distorsiones se determine tomando como referencia bien el área en la que el mismo explote aparcamientos o bien la totalidad del territorio nacional del Estado miembro.

2) Qué grado de probabilidad o de certeza debe existir para que se cumpla la condición señalada por la expresión “lleve a”.

3) Cual es el significado concreto de “grave”, es decir si basta con que sea algo más que insignificante o de minimis o debe ser un efecto “sustancial” o incluso “excepcional”.

Como introducción el Tribunal recuerda su jurisprudencia en el sentido de que para que pueda aplicarse la mención del artículo 4.5.1 de la Directiva, es decir la no consideración de las entidades públicas como sujetos pasivos a los efectos apuntados, deben reunirse cumulativamente dos requisitos: el ejercicio de actividades por parte de un organismo público y que la realización de esas actividades se haga en su condición de autoridad pública. Respecto del segundo requisito el Tribunal recuerda de nuevo su jurisprudencia en el sentido de considerar que las actividades que se desarrollan en el ejercicio de funciones públicas son aquellas que llevan a cabo los organismos de Derecho público en el ámbito del régimen jurídico que les es propio, a excepción de las que desarrollen en las mismas condiciones jurídicas que los operadores económicos privados. En este sentido el Tribunal señala que corresponde al juez nacional calificar si la actividad de que se trata cumple los requisitos anteriores.

No obstante, la cuestión planteada ante el Tribunal de Justicia no es si las entidades locales han actuado o no en el ejercicio de funciones públicas, por lo que debe partir, a reserva de la comprobación de ese hecho por el órgano jurisdiccional remitente, de que la actividad controvertida tiene esa condición. Por esa razón el Tribunal debe analizar si se cumplen o no las circunstancias recogidas en el artículo 4.5.2 de la Directiva. Con ese fin responde a las preguntas que le son planteadas por el órgano jurisdiccional nacional del siguiente modo:

1) respecto a la primera cuestión señala que considerar que las distorsiones de la competencia deben apreciarse con respecto a cada uno de los mercados locales en los que las entidades locales alquilan plazas de aparcamiento presupone una revaluación sistemática, sobre la base de complejos análisis económicos, de las condiciones de competencia en un gran número de mercados locales, cuya determinación puede resultar particularmente difícil, en la medida en que la delimitación de éstos no coincide necesariamente con la competencia territorial de las entidades locales; además de que en el territorio de una misma entidad local pueden existir varios mercados locales. La consecuencia es que las entidades locales no podrán prever con la certidumbre necesaria para llevar a cabo sus actuaciones si, en un mercado local determinado, la explotación de aparcamientos de pago por ellas está o no sujeta al IVA. Por todo ello considera que en aras a salvaguardar los principios de neutralidad fiscal y de seguridad jurídica debe responderse a esta cuestión de manera que las distorsiones graves de la competencia a las que podría llevar la no consideración como sujetos pasivos de los organismos de Derecho público que actúen en el ejercicio de sus funciones públicas deben evaluarse con respecto a la actividad de que se trate, en sí misma considerada, sin que dicha evaluación recaiga sobre un mercado local específico.

2) en cuanto a cómo debe interpretarse la expresión “lleve a” el Tribunal afirma que, tal como se desprende del artículo 4.5.1 de la Directiva, la no consideración como sujetos pasivos del IVA de los organismos de Derecho público constituye una excepción a la regla general de la sujeción a ese impuesto de toda actividad de naturaleza económica. De esa forma la referencia del artículo 4.5.2, en cuanto restaura la regla general para evitar que la no consideración como sujetos pasivos de esos organismos lleve a distorsiones graves de la competencia, no puede ser objeto de una interpretación restrictiva. A eso añade que la no consideración como sujetos pasivos de esos organismos puede por sí sola disuadir a los competidores potenciales de entrar en el mercado del alquiler de plazas en aparcamientos. No obstante, la posibilidad meramente teórica de que un operador privado entre en el mercado de referencia, que no venga apoyada por ningún elemento de hecho, ningún indicio objetivo ni ningún análisis del mercado, no puede asimilarse a la existencia de una competencia potencial. En conclusión el Tribunal afirma que el término “lleve a” debe interpretarse tomando en consideración no sólo la competencia actual, sino también la competencia potencial, siempre y cuando la posibilidad de que un operador privado entre en el mercado de referencia sea real y no meramente hipotética.

3) por lo que respecta a la tercera cuestión el Tribunal recuerda que el término “grave” tiene por objeto restringir el ámbito de aplicación de la no consideración como sujetos pasivos, prevista en el artículo 4.5.1 de la Directiva, de los organismos de Derecho público por lo que respecta a las actividades mencionadas. Pero si se entendiese ese término en el sentido de distorsión “sustancial” o “excepcional” el ámbito de aplicación de la no consideración como sujetos pasivos de esos organismos se vería indebidamente ampliado. A eso añade que en ese caso se crearía una situación fiscal en la que un número significativo de operadores privados que llevasen a cabo las mismas operaciones que las realizadas por los organismos de Derecho público recibiría un trato distinto al que reciben éstos en lo que respecta a la percepción del IVA, lo que constituiría un importante menoscabo del principio de neutralidad fiscal. Por todo ello el Tribunal señala que el término “grave” debe entenderse en el sentido de que las distorsiones de la competencia actuales o potenciales deben ser algo más que insignificantes.

3) Sentencia de 13 de noviembre de 2008, as. C-324/07

El Tribunal de Luxemburgo responde a la petición de prejudicial planteada por el Consejo de Estado belga en relación con la interpretación de los artículos 43 y 49 del Tratado CE, relativos a los principios de igualdad de trato y de no discriminación por razón de la nacionalidad y de la obligación de transparencia que se deriva de ellos. Esa petición se inscribe en el marco de un litigio ante el órgano jurisdiccional nacional entre Coditel Brabant SA, por una parte, y el municipio de Uccle, la Región de Bruselas-Capital y la Sociedad Intermunicipal para la Difusión de la Televisión (Brutélé), por la otra, respecto a la adjudicación por parte de dicho municipio de la gestión de su red de teledistribución municipal a una sociedad cooperativa intermunicipal.

En octubre de 1999 el municipio de Uccle decidía comprar la red de teledistribución existente en su término municipal, instalada por Coditel y explotada por esta empresa desde 1969 a 1999. El 23 de noviembre de 2000 el citado municipio decidía asociarse a Brutélé, concediéndole la gestión de la red de teledistribución. Brutélé es una sociedad cooperativa formada por municipios, no admitiendo socios privados.

En el marco del citado litigio planteado ante él el Consejo de Estado planteaba al Tribunal de Justicia tres cuestiones prejudiciales:

1) Si un municipio puede, sin convocar una licitación, adherirse a una sociedad cooperativa formada exclusivamente por municipios para atribuirle la gestión de su red de teledistribución, siendo que la sociedad realiza en lo sustancial sus actividades sólo en relación con sus asociados y en interés de éstos, y que las decisiones relativas a dichas actividades se adoptan por mayoría por los órganos estatutarios de dicha sociedad, integrados por representantes de la entidades públicas que la forman.

2) Si el dominio sobre las decisiones de la sociedad cooperativa ejercido de esa forma a través de los órganos estatutarios por los socios permite a éstos ejercer sobre la sociedad un control análogo al ejercido sobre sus propios servicios.

3) Si para calificar ese control como análogo al ejercido sobre sus propios servicios, el mismo que ejercerse individualmente por cada miembro asociado, o basta que sea ejercido por la mayoría de los miembros asociados.

El Tribunal responde conjuntamente a las dos primeras cuestiones señalando que la obligación de transparencia que deriva de los principios de no discriminación por razón de la nacionalidad  y de igualdad de trato, sin implicar necesariamente la obligación de convocar una licitación, exige que la autoridad concesionaria garantice, en beneficio de todo concesionario potencial, una publicidad adecuada que permita abrir a la competencia la concesión de servicios públicos y controlar la imparcialidad de los procesos de adjudicación. No obstante, esta exigencia estaría excluida en el caso de que, cumulativamente, la autoridad pública concedente ejerza sobre la entidad concesionaria un control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios y la entidad realice la parte esencial de su actividad junto con la autoridad o las autoridades a que pertenece. Cumpliéndose el segundo de esos requisitos, según consta en la resolución de remisión del órgano jurisdiccional nacional, el Tribunal analiza el respeto del primero de ellos. A ese respecto señala que el que la autoridad pública concedente posea, junto con otras autoridades públicas, la totalidad del capital de la sociedad adjudicataria tiende a indicar, aunque no de modo concluyente, que ejerce sobre dicha sociedad un control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios. Esta conclusión se refuerza por el hecho de que los órganos de decisión de la sociedad estén compuestos por delegados de las entidades públicas asociadas, que por tanto pueden ejercer una influencia determinante sobre los objetivos estratégicos y las decisiones importantes de ésta, a eso se añade que el consejo rector de la sociedad dispone de amplias facultades, como la de fijar las tarifas.

En cuanto a la consideración de si la sociedad adquiere de esta forma una vocación de mercado y un margen de autonomía que ponen en peligro el control ejercido por las autoridades públicas que la forman el Tribunal señala que Brutélé no está constituida en forma de sociedad por acciones o anónima que pueda perseguir sus objetivos con independencia de sus accionistas, sino como sociedad cooperativa intermunicipal, que, conforme al artículo 3 de la Ley de asociaciones intermunicipales, carece de carácter mercantil. La conclusión es que el objetivo estatutario de Brutélé es cumplir la misión de interés municipal para cuya realización fue creada, sin perseguir ningún interés distinto del de las autoridades públicas asociadas. Por todo ello el Tribunal concluye que parece claro que la sociedad no goza de un margen de autonomía que impida a los municipios asociados ejercer sobre ella un control análogo al que ejercen sobre sus propios servicios.

De esa forma el Tribunal responde a las dos primeras cuestiones de la siguiente forma:

1) los artículos 43 y 49 del Tratado CE no son contrarios a que una autoridad pública atribuya, sin convocar una licitación, una concesión de servicios públicos a una sociedad cooperativa intermunicipal cuyos socios son exclusivamente autoridades públicas, cuando éstas ejercen sobre dicha sociedad un control análogo al que ejercen sobre sus propios servicios y la mencionada sociedad realiza la parte esencial de su actividad con esas autoridades públicas.

2) Sin perjuicio de la comprobación de los hechos por el órgano jurisdiccional remitente en lo que respecta al margen de autonomía de la sociedad en cuestión, el hecho de que las decisiones sobre las actividades de la sociedad cooperativa intermunicipal controlada exclusivamente por las autoridades públicas sean adoptadas por órganos de dicha sociedad compuestos por representantes de las autoridades públicas asociadas puede considerarse como demostrativo de que el control ejercido por dichas autoridades sobre esas decisiones permite a aquellas ejercer un control sobre la sociedad análogo al que ejercen sobre sus propios servicios.

En cuanto a la tercera cuestión el Tribunal de Justicia responde que el control ejercido por la autoridad pública concedente sobre la entidad concesionaria debe ser análogo al que dicha autoridad ejerce sobre sus propios servicios, pero no es necesario que sea totalmente idéntico a éste. Lo esencial según el Tribunal es que el control sea efectivo, pero no es indispensable que sea individual. A eso añade el Tribunal que exigir que ese control de una entidad concesionaria común a varias autoridades públicas sea ejercido por cada una de éstas de forma individual equivaldría a imponer la convocatoria de una licitación y esto resulta contrario al sistema de normas comunitarias en materia de contratos públicos y concesiones. En este cuerpo normativo no existe nada que se oponga a que una autoridad pública realice tareas de interés público que le corresponden con sus propios medios administrativos, técnicos y de cualquier otro tipo, sin verse obligada a recurrir a entidades externas y ajenas a sus servicios, pudiendo para ello colaborar con otras autoridades públicas.

Por todo ello el Tribunal responde a la tercera cuestión afirmando que el control conjunto ejercido por las autoridades públicas asociadas a una sociedad cooperativa intermunicipal encargada de la gestión de un servicio público y cuyos socios son exclusivamente autoridades públicas puede considerarse análogo al que esas autoridades ejercen sobre sus propios servicios.

IV. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES

DICTÁMENES DEL COMITÉ DE LAS REGIONES

Ha habido tres sesiones plenarias desde el último informe: la primera en junio, la segunda en octubre y la tercera, muy recientemente, en el mes de noviembre. De ellas cabe destacar la adopción de una serie de dictámenes que aparecen enumerados más abajo, en algunos de los cuales, por su interés para los entes locales, recogemos su contenido principal:

Sesión 75ª del pleno: 18 y 19 de junio de 2008 (http://www.toad.cor.europa.eu/CORAgendaConvocation.aspx?pmi=XF1UUqLOywo%3d)se adoptan dictámenes sobre los siguientes documentos:

1.- Modernizar la protección social en aras de una mayor justicia social y una cohesión económica reforzada: promover la inclusión activa de las personas más alejadas del mercado laboral, CDR 344/2007 rev. 2 – ECOS-IV-019

2.- Propuesta de Decisión del Parlamento Europeo y del Consejo relativa al Año Europeo de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social (2010), CDR 57/2008 rev. 1 – ECOS-IV-021
3.- La agrupación europea de cooperación territorial (AECT): un nuevo impulso para la cooperación territorial en Europa CDR 308/2007 rev. 2 – COTER-IV-014
4.- Dictamen conjunto: Un enfoque global de la migración: el desarrollo de una política europea de inmigración laboral y su encaje en las relaciones con los países terceros, CDR 296/2007 rev. 3 – CONST-IV-014
5.- Instrumento Europeo para la Democracia y los Derechos Humanos (IEDDH), CDR 9/2008 rev. 2 - RELEX-IV-011
6.- Libro Verde – Hacia una política comunitaria en favor de la montaña: una visión europea de los macizos montañosos, CDR 23/2008 rev. 1 – DEVE-IV-025 
7.- Comunicar sobre Europa en asociación (Comunicación de la Comisión), CDR 295/2007 rev. 2 – CONST-IV-015.
8.- Paquete de reforma de las telecomunicaciones, CDR 4/2008 rev. 2 – EDUC-IV-020.
9.- Dictamen prospectivo sobre el multilingüismo, CDR 6/2008 rev. 2 – EDUC-IV-022
10.- Año Europeo de la Creatividad y la Innovación 2009, CDR 133/2008 rev. 1 – EDUC-IV-024.

11.- Plan de Acción sobre el Aprendizaje de Adultos – Siempre es buen momento para aprender, CDR 3/2008 rev. 1 – EDUC-IV-019
12.- Clusters y política de clusters, CDR 70/2008 rev. 1 – ECOS-IV-024

13.- Impacto del Tratado de Lisboa sobre la organización del CDR/Propuesta de creación de una comisión ad hoc para la revisión del Reglamento Interno (R/CDR 135/2008 pt. 7)
Sesión 76ª del pleno: 8 y 9 de octubre (http://www.toad.cor.europa.eu/CORAgendaConvocation.aspx?pmi=k2eS1Obq5bo%3).

1.- Intensificación de la lucha contra el terrorismo: la participación de los entes locales y regionales, CDR 336/2007 rev. 2 – CONST-IV-016.

2.- Paquete relativo al transporte de mercancías, CDR 88/2008 rev. 2 – COTER-IV-016
3.- Fomento de las energías renovables, CDR 160/2008 rev. 1 – DEVE-IV-027

4.- Comercio de derechos de emisión, CDR 161/2008 rev. 1 – DEVE-IV-028

5.- Propuestas legislativas de la Comisión para después del chequeo de la Política Agrícola Común, CDR 162/2008 rev. 2 – DEVE-IV-029

6.- La contratación precomercial: impulsar la innovación para dar a Europa servicios públicos de alta calidad y sostenibles, CDR 58/2008 rev. 1 – ECOS-IV-022
7.- Marco de referencia europeo de garantía de la calidad en la educación y formación profesionales, CDR 173/2008 rev. 1 – EDUC-IV- 025

8.- El proceso de Barcelona: Unión para el Mediterráneo - Repercusiones para los entes territoriales, CDR 236/2008 – RELEX-IV-017

9.- Gobernanza y asociación a nivel nacional y regional, y base para los proyectos en el ámbito de la política regional, CDR 149/2008 rev. 1 – COTER-IV-017
10.- Emisiones industriales, CDR 159/2008 rev. 1 – DEVE-IV-026
11.- El plan de acción europeo de movilidad laboral (2007-2010), CDR 59/2008 rev. 1 – ECOS-IV-023
12.- La alfabetización mediática y los contenidos creativos en línea, CDR 94/2008 rev. 2 – EDUC-IV-023
13.- Derechos de los ciudadanos: promoción de los derechos fundamentales y de los derechos que emanan de la ciudadanía europea, CDR 78/2008 rev. 1 – CONST-IV-018
14.- Protección de la infancia en el uso de Internet (2009-2013), CDR 174/2008 rev. 1 – EDUC-IV-026
15.- Una sólida política europea de vecindad, CDR 134/2008 rev. 1 – RELEX-IV-012
Sesión 77ª del Pleno: 26 y 27 de noviembre ((http://www.toad.cor.europa.eu/CORAgendaConvocation.aspx?pmi=qXYt0RuiDrY%3d).

1.- Política de integración y diálogo intercultural: el papel de los entes locales y regionales, CDR 251/2008 – EDUC-IV-027

En el dictamen se resalta que las competencias de los entes locales y regionales son muy importantes en la promoción del diálogo intercultural. A ellos corresponde una gran responsabilidad a la hora de conformar y defender la rica diversidad cultural europea. Tienen un papel crucial en la difusión y aplicación de las mejores prácticas y el intercambio de experiencias en el diálogo intercultural, en especial a través de la coordinación de redes locales y regionales. Los entes locales y regionales podrían utilizar su posición para concienciar sobre la compleja situación actual y la coexistencia de distintas identidades culturales y creencias. Por tanto, es importante que comprendan verdaderamente a los distintos grupos, su actividad y su influencia en la sociedad. Así pues, se hace necesario definir el mayor número posible de partes interesadas por el diálogo intercultural a fin de incluirlas en las estructuras que posibiliten un intercambio directo e intensivo con los entes locales y regionales respectivos. Hay que tener en cuenta que numerosas iniciativas interculturales se gestionan a escala local o regional. Los entes locales y regionales, por su proximidad a los ciudadanos, tienen una posición estratégica apropiada para responder –junto con otros agentes locales– a las necesidades y exigencias concretas de los distintos grupos culturales de su territorio. y para fomentar un mayor diálogo intercultural.

Según el CDR los entes locales deberían entablar un diálogo abierto con los distintos grupos o sectores de la sociedad y después fomentar y respaldar la comunicación entre ellos, organizar encuentros y educar al ciudadano mediante conferencias, festivales, exposiciones y otros tipos de actividades. Los entes locales deberían iniciar un diálogo abierto en el que pudieran participar con imparcialidad, respetando la libertad y los derechos de la persona y del grupo. Posteriormente actuarían como meros intermediarios, tal vez ofreciendo "servicios de orientación" (información, proyectos).

2.- Propuesta de Reglamento del Consejo relativo al marco jurídico comunitario para las infraestructuras de investigación europeas (ERI)  CDR 283/2008 – EDUC-IV-032
3.- Estrategia de Lisboa para el crecimiento y el empleo  CDR 245/2008 – ECOS-IV-026

4.- Cómo pueden contribuir las regiones a conseguir los objetivos de la UE en materia de cambio climático, con un énfasis particular en el Pacto entre alcaldes CDR 241/2008 – DEVE-IV-031
El Pacto entre alcaldes es una oportunidad excelente para que los alcaldes hagan participar a los ciudadanos en una acción colectiva y positiva destinada a luchar contra el cambio climático y que permitirá a la Unión Europea demostrar un verdadero liderazgo en este ámbito. Recuerda a las instituciones de la UE que la acción local es un determinante clave de cambios individuales en los comportamientos que tiene una importancia crucial para lograr los objetivos del 20% de eficiencia energética, y que el papel fundamental de las regiones y municipios en la consecución de dicha meta ya ha sido reconocido apropiadamente por la Comisión Europea y por el Parlamento Europeo. Observa que los entes regionales y locales ya han comenzado a llevar a cabo actividades e iniciativas que contribuirán al logro de los objetivos y metas de la política de lucha contra el cambio climático de la UE, demostrando liderazgo y la actitud resuelta y necesaria para aumentar la eficiencia energética en beneficio de los ciudadanos y del medio ambiente. El Pacto entre alcaldes ofrece, como otros modelos de este tipo tanto a escala nacional como internacional, un mecanismo sólido para impulsar de manera renovada la continuación de este trabajo.

Aboga, pues, por que las regiones desempeñen un papel importante y espera que los entes regionales competentes animen a numerosos municipios situados en su territorio a participar en el Pacto.

Considera necesario que los planes de acción de las ciudades y núcleos urbanos se integren en el contexto de los planes regionales y nacionales. Los planes regionales podrían facilitar el vínculo entre las iniciativas locales y nacionales garantizando que los planes locales se llevan a cabo de manera coherente. Es importante que los planes de acción definan instrumentos prácticos para alcanzar esos objetivos y que se disponga de la financiación adecuada.

Acoge favorablemente el elemento de evaluación comparativa del Pacto y destaca el papel de liderazgo que las regiones podrían desempeñar a la hora de definir oportunidades locales de acción, compartiendo las mejores prácticas, identificando a socios de proyectos, asignando fondos, evaluando los progresos y comunicando los éxitos.

5.- Movilidad de los jóvenes voluntarios en Europa CDR 252/2008 – EDUC-IV-028

6.- La UE como socio global para el desarrollo – Acelerar los avances hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio  CDR 144/2008 – RELEX-IV-015

7.- Una política común de inmigración  CDR 210/2008 – CONST-IV-017

8.- Proyecto de Resolución sobre las consecuencias de la crisis financiera y económica para el ciudadano y los entes regionales y locales (R/CDR 306/2008 pt. 5)

En este dictamen el Comité propone algunas medidas prácticas muy concretas: insta a la Comisión Europea a que proponga una directiva para armonizar las informaciones proporcionadas por las instituciones financieras sobre los productos financieros, en la que se imponga la obligación de clasificar los riesgos de manera fácilmente comprensible, se simplifiquen los contratos y se establezcan requisitos de transparencia claros para los servicios bancarios; exhorta a la Comisión Europea a que fomente el acuerdo sobre un código de conducta para asegurar que las actividades con ánimo de lucro de las instituciones financieras no entren en conflicto con el interés general; insta a que se supervise atentamente el endeudamiento de los particulares, en particular, las deudas por tarjetas de crédito, que están dando lugar a un rápido aumento de los impagos por parte de los titulares.

También recuerda el CDR que los entes locales y regionales son responsables de un tercio del gasto público y de más de dos tercios de la inversión pública en la UE y, por tanto, deben ser considerados parte activa en la solución de la crisis y en la preservación del crecimiento económico futuro; por consiguiente, insiste en que los entes locales y regionales deberían recibir apoyo en sus actividades de inversión −por ejemplo, en infraestructuras−, a fin de evitar la peligrosa espiral de falta de inversión, pérdida de empleos, falta de crédito y, de nuevo, falta de inversión.

Por otra parte, los entes locales y regionales se ven afectados directamente por la crisis financiera, dado que en muchos países las cajas de ahorros están firmemente arraigadas en las regiones; mantienen una proximidad directa con la población y empresas locales y contribuyen a la cohesión económica, social y territorial, actuando como motores de empresas de nueva creación y de pequeñas y medianas empresas. 

Por ello se insta al Consejo, a la Comisión y a los Estados miembros a que reconozcan el importante papel que desempeña el nivel local y regional en el funcionamiento de los intermediarios financieros públicos; pide que se consulte a los entes locales y regionales en la fase de concepción y de aplicación de toda nueva arquitectura del sistema financiero de la UE, a fin de garantizar un intercambio de experiencias y una transferencia de conocimientos, desde los niveles inferiores a los superiores y viceversa, que redunde en beneficio de la economía, las PYME y los ciudadanos.

9.- Proyecto de Resolución sobre el Programa legislativo y de trabajo de la Comisión Europea y las Prioridades del Comité de las Regiones para 2009 (R/CDR 306/2008 pt. 6) (para decisión)

La resolución del Comité de las Regiones se centra en una serie de puntos que considera fundamentales para el próximo año señalándolos como prioridades políticas:

- más crecimiento y empleo: necesidad de adoptar medidas que restauren la confianza de los ciudadanos, recuerda también la importancia de una Europa social y subraya que estos objetivos no deben verse comprometidos, sino que, por el contrario, es necesario realizar esfuerzos comunes por parte de la UE y los Estados miembros, así como de los interlocutores políticos regionales y locales. Con este fin, la UE debería animar a los gobiernos centrales y a los entes locales y regionales, mediante, entre otras cosas, una aplicación menos rígida de las normas relativas a los niveles de déficit permitidos a los Estados miembros. Señala que el papel de los entes locales y regionales es especialmente importante en tanto que inversores y compradores públicos, y subraya que las autoridades, las empresas y las universidades locales y regionales desempeñan un papel clave a la hora de crear redes activas y políticas de clusters (agrupaciones) en la UE.

- cohesión: recuerda que una política de cohesión ambiciosa, que busque con empeño convertir los objetivos de la cohesión territorial en acciones políticas concretas, permitirá consolidar el proceso de integración europea y responder a los retos que en el futuro afecten a todas las regiones europeas; en este contexto, señala la necesidad de una asignación flexible de fondos para adaptar los instrumentos de la cohesión estructural a la diversidad de situaciones locales y regionales; subraya que la cooperación territorial es un elemento esencial para alcanzar el objetivo de la cohesión territorial; por ello, recuerda que el nuevo instrumento jurídico de la Agrupación Europea de Cooperación Territorial (AECT) tiene un enorme potencial práctico. Así pues, los Estados miembros deberían adoptar todas las medidas necesarias para llevar a la práctica las disposiciones del Reglamento.

- luchar eficazmente contra el cambio climático y por una Europa sostenible: pide que se busque la complementariedad entre la cohesión territorial y las medidas contra el cambio climático, en particular utilizando los instrumentos financieros existentes; insiste en el papel de las regiones como vínculo esencial entre los planes de eficiencia energética nacionales y locales y la promoción de las energías renovables, y considera que, sin el respaldo de las regiones, los Estados miembros tal vez no consigan cumplir sus compromisos de reducción de gases de efecto invernadero antes de 2020.
-una Europa más próxima a sus ciudadanos: subraya su papel como institución clave en los esfuerzos de la Unión Europea por comunicarse con sus ciudadanos y recuerda a la Comisión Europea que el contacto directo que mantiene con los entes locales y regionales europeos a través de sus miembros representa una valiosa red de enlaces para informar a los ciudadanos sobre los beneficios de la UE y escuchar sus inquietudes; subraya que el CDR proseguirá sus esfuerzos en pos de un mejor reconocimiento a nivel europeo del papel de los entes locales y regionales en el desarrollo del espacio de libertad, seguridad y justicia, especialmente respecto al diseño y aplicación del programa multianual posterior a La Haya;

- una Europa más fuerte en el mundo: reitera que los entes locales y regionales desempeñan un papel crucial en el proceso de ampliación y mantiene su cooperación con los representantes elegidos locales y regionales de los países candidatos y potenciales candidatos a adherirse a la UE.

10.- Quinto Informe de situación sobre la cohesión económica y social  CDR 273/2008 – COTER-IV-019

11.- Balcanes Occidentales: Potenciar la perspectiva europea CDR 143/2008 – RELEX-IV-014

12.- El valor añadido de la participación de las entidades locales y regionales en el proceso de ampliación CDR 93/2008 - RELEX-IV-013

El CDR destaca que es importante extraer enseñanzas de la experiencia adquirida en anteriores ampliaciones por lo que se refiere a la cooperación transfronteriza, a fin de poder optimizar y mejorar los resultados de las negociaciones de adhesión en curso con los países candidatos y con los países candidatos potenciales; recomienda por tanto concentrar todavía más la atención en la cooperación entre las entidades locales y regionales de los Estados miembros, de los países candidatos y de los países candidatos potenciales; acoge con satisfacción el Instrumento de Ayuda a la Preadhesión (IPA) que se deriva de la Comunicación de la Comisión (COM(2004) 627 final) y de la Decisión del Consejo (1085/2006) y remite a su dictamen sobre el "Instrumento de Preadhesión" (IPA) (CDR 498/2004 fin). El Comité de las Regiones es favorable a la instauración del IPA, que implica cinco componentes: a) ayuda a la transición y desarrollo de la capacidad institucional, b) cooperación transfronteriza, c) desarrollo regional, d) desarrollo de los recursos humanos, e) desarrollo rural.
Por otra parte, constata que el IPA, vigente para el período 2007-2013, es una herramienta importante en lo que se refiere a construir estructuras políticas y administrativas duraderas en los países candidatos y los países candidatos potenciales, dado que el IPA funciona desde el 1 de enero de 2007 como instrumento de integración de los distintos elementos de  ayuda de preadhesión anteriormente aplicables a Turquía y a los Balcanes occidentales: Phare, ISPA, Sapard, Cards y el instrumento financiero para Turquía. 

Se señala que buena parte de la legislación se suele aplicar a nivel local y regional (en el ámbito del medio ambiente, el porcentaje de legislación comunitaria que se aplica a nivel local y regional llega hasta el 70%); por tanto, es importante que las entidades territoriales tengan una posibilidad real de apoyo a través del IPA que les permita proseguir su tarea, que es importante y positiva, y seguir contribuyendo de manera constructiva a la instauración de estructuras administrativas sólidas y una democracia duradera a nivel local y regional en los países candidatos y potenciales candidatos. 

Hay que destacar, por último, que las entidades locales y regionales suelen representar para el ciudadano la principal puerta de acceso al sistema, y que importa por tanto que estas entidades puedan prestar los servicios que los ciudadanos necesitan. La experiencia señala que es importante actuar en lo que se refiere a la instauración de estructuras políticas y administrativas descentralizadas sólidas, ya que las estructuras existentes son a menudo frágiles en los países candidatos y en los países candidatos potenciales. Se trata de un ámbito en el que las entidades locales y regionales de la Unión poseen una experiencia considerable, ya que son retos a los que se enfrentan las entidades locales y regionales de todos los países miembros.
13.- Abordar el reto de la eficiencia energética mediante las tecnologías de la información y la comunicación CDR 254/2008 – EDUC-IV-030

14.- Mejorar las competencias en el siglo XXI: agenda para la cooperación europea en las escuelas  CDR 255/2008 – EDUC-IV-031

INICIATIVAS Y PROGRAMAS

1.1 La UE prepara la agenda de 2010 como Año Europeo de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social
· Autoridades locales, ONG y ciudadanos están llamados a intervenir para evitar que 78 millones de europeos caigan en la pobreza 

· Dentro de las fronteras de la UE, unos 23 millones y medio de personas vivían en 2004 con menos de 10 euros al día 

· En 2009, se celebrará el Año Europeo de la Creatividad y la Innovación, una apuesta por la educación y la investigación como motor de desarrollo

Los ministros de los países de la UE mantuvieron el pasado 16 de octubre en Marsella, Francia, su primera reunión de alto nivel de cara a la celebración en 2010 del Año Europeo de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social. Este encuentro, fijado en vísperas del Día Internacional para la Erradicación de la Pobreza, constituye el punto de partida de los preparativos de esta estrategia en toda Europa, en la que están llamados a participar las ONG, las autoridades locales y todos aquellos que trabajan en el ámbito de la lucha contra la exclusión. Esta iniciativa contará con un presupuesto mínimo de 26 millones de euros, 17 de los cuales proceden de la financiación comunitaria. 

El comisario de Asuntos Sociales, Vladimír Špidla, ha destacado que, “aunque Europa es una de las regiones más ricas del mundo, 78 millones de personas corren riesgo de caer en la pobreza; algo totalmente inaceptable”. En este sentido, ha señalado la necesidad de “hacer más” y, 8 años después de la primera estrategia europea para la inclusión social, “reafirmar el compromiso para alcanzar ese importante objetivo”. Para ello, a lo largo de 2010 tendrán lugar en toda la UE diversos actos dirigidos a mostrar las distintas caras de la pobreza y la exclusión. 

Con esta estrategia, la UE busca insistir en la responsabilidad de todos en la lucha contra la pobreza; reconocer el derecho de las personas a vivir con dignidad y a desempeñar una función en la sociedad; fomentar la cohesión social y divulgar prácticas de inclusión adecuadas; y reforzar el compromiso de los principales responsables de las decisiones políticas para poner en práctica acciones más eficaces. 

Actualmente, en la UE un 16 por ciento de la población en general y un 19 por ciento de los niños se hallan en riesgo de caer en la pobreza, es decir, viven con unos ingresos inferiores al 60 por ciento de la renta familiar media de su propio país. En 2004, unos 23 millones y medio de ciudadanos tenían que subsistir con menos de 10 euros al día. Asimismo, los datos del Eurobarómetro indican que los europeos consideran que la pobreza es un problema muy extendido, ya que en el conjunto de la UE los ciudadanos estiman que una de cada tres personas de su entorno vive en la pobreza, y que una de cada diez en una situación de pobreza extrema. 

Estrategia comunitaria contra la pobreza: Desde que en 2000 la UE puso en marcha su método abierto de coordinación de las políticas nacionales para luchar contra la pobreza, los Veintisiete han desarrollado diversos planes de acción nacionales plurianuales, estrategias que sólo 3 países realizaban con anterioridad. De hecho, la participación de la UE en este proceso ha fomentado normas estrictas basadas en unos objetivos comunes, con la posibilidad de que cada país aplique políticas adaptadas a su situación interna. 

La reunión ministerial de hoy es la continuación de la 7ª Mesa Redonda Europea sobre Pobreza y Exclusión Social, organizada conjuntamente por la Comisión Europea y la Presidencia francesa de la UE los días 15 y 16 de octubre de 2008. El objetivo de la reunión es movilizar a los distintos actores en este ámbito y promover el diálogo sobre la inclusión social. El acto de este Año se ha basado en la reciente Recomendación de la Comisión a los Gobiernos sobre estrategias que faciliten una inclusión activa. 

2009: Año Europeo de la Creatividad y la Innovación: En cuanto a los objetivos generales del próximo año, la UE incluye el respaldo a los esfuerzos de los Estados miembros para promover la creatividad por medio del aprendizaje permanente, como motor de la innovación y como factor clave del desarrollo de las competencias personales, laborales, empresariales y sociales de todos los individuos, así como de su bienestar social. Desde la Comisión, indican que la declaración de 2009 como Año Europeo de la Creatividad y la Innovación, contribuirá a crear un entorno adecuado para suscitar un movimiento fuerte a favor de la transformación de estas cuestiones en prioridades políticas duraderas, de forma que se traduzcan en progreso económico y social. 

1.1.1 CIUDADANÍA EUROPEA ACTIVA

Se trata de un programa ya tradicional en estas sesiones. Por recordarlo un poco podemos señalar su objetivo general: Brindar a los ciudadanos la oportunidad de interactuar y participar en la construcción de una Europa cada vez más cercana, que sea democrática y abierta al mundo, unida y enriquecida por su diversidad cultural, desarrollando así la ciudadanía de la Unión Europea; 

2. Campos de actuación

De las cuatro acciones en las que se estructura el programa, hay que tener en cuenta que cada una de ellas establece unos plazos diferentes para la presentación de proyectos como si se tratase de cuatro convocatorias distintas: 

Acción 1: Ciudadanos activos con Europa: 

MEDIDA 1:

a) Encuentro de ciudadanos en el marco del hermanamiento de ciudades. Esta acción facilita los intercambios directos entre ciudadanos europeos y el establecimiento de redes de cooperación entre localidades. Fecha límite de presentación: se fijan cinco convocatorias por año que cierran cuatro meses antes del inicio de las actividades previstas (1 de septiembre, 1 de diciembre, 1 de febrero, 1 de abril y 1 de junio) 

b) Creación de redes temáticas entre ciudades hermanadas. Su objetivo es crear redes temáticas entre municipios en torno a temas de interés común para facilitar debates informados y el intercambio de buenas prácticas. Los proyectos que deseemos presentar a financiación en esta línea deben enviarse antes del 1 de diciembre de cada año.

En estos momentos se encuentra abierta la Categoría especial: Proyectos multianuales para redes de ciudades hermanadas. Se trata de firmar un acuerdo entre diversas ciudades hermanadas definiendo objetivos a largo plazo para esa una cooperación en red. Para garantizar la cooperación puede crearse una estructura administrativa elemental. Fecha límite de presentación: 1 de junio de 2009.

Además, los hermanamientos entre localidades son ahora más fáciles gracias a una nueva web de búsqueda ha puesto en marcha El Consejo de Municipios y Regiones de Europa (CMRE). La página web (www.twinning.org) está disponible en más de 20 lenguas y permite afinar la búsqueda hasta dar con el socio idóneo por su tamaño, su situación geográfica o los temas en los que manifiesta interés. Además, este espacio ofrece toda la información necesaria en cuanto a formas de financiación e instrucciones para conseguir una unión exitosa.

Los solicitantes tan sólo necesitarán rellenar un formulario, que una vez terminado y validado, estará disponible en la web en todos los idiomas, permitiendo a los municipios de casi todos los países europeos acceder a esa oferta en su lengua materna. La web cuenta de dos partes claramente diferenciadas, una destinada a los hermanamientos entre países europeos y otra para aquellos con localidades de África, Latinoamérica, Asia, Caribe y la zona del Pacífico. Esta última vertiente se presenta como una oportunidad para favorecer la cooperación al desarrollo y cuenta con un importante apoyo de la Dirección General de Asunto Europeos y Cooperación.

MEDIDA 2: 

Proyectos de ciudadanos y medidas de apoyo. Los proyectos deberán reunir a ciudadanos de entornos diferentes que actuarán juntos o debatirán sobre cuestiones europeas, a escala local y europea. 

Acción 2: Una sociedad civil activa en Europa 

a) Apoyo a organizaciones europeas de investigación sobre política pública y organizaciones de la sociedad civil a escala europea. 

b) Ayudas a proyectos comunes de organizaciones de la sociedad civil. 
Acción 3: Juntos con Europa 

Esta acción será reservada exclusivamente y desarrollada directamente por la Dirección General de Educación y Cultura de la Comisión Europea.

Acción 4: Memoria histórica activa de Europa

Esta acción pretende acercar en mayor medida Europa a los ciudadanos, promoviendo los valores y los logros europeos, conservando la memoria de su pasado. Fecha límite de presentación: 30 de abril de 2008.

PROGRAMA PARA EL APRENDIZAJE PERMANENTE

2.1 También comentado en otras ocasiones, tiene como objetivo general estimular el intercambio, la cooperación y la movilidad entre los sistemas de educación y formación dentro de la Unión Europea, de modo que se conviertan en una referencia de calidad mundial.

2.2 En este programa pueden participar los ayuntamientos en cuanto que estas instituciones pueden considerarse dentro de las siguientes categorías establecidas por el programa: 

· Organismos responsables de sistemas y políticas que traten cualquier aspecto del aprendizaje permanente a nivel local, regional o nacional 

· Organismos que presten servicios de orientación, asesoramiento e información relacionados con cualquier aspecto del aprendizaje permanente 

Los plazos para presentar propuestas de proyectos finalizan en las siguientes fechas: 

· Leonardo de la Vinci (Formación profesional, entendiendo por ella toda aquélla que capacita para el desarrollo de las habilidades de un puesto de trabajo). En concreto la línea de Transferencia de Innovación (promover la calidad de los sistemas de formación mediante la innovación en los contenidos, métodos y procedimientos de reconocimiento de cualificaciones): 27 de febrero de 2009
· Grundtvig (formación de adultos): 27 de febrero de 2009 

· Programa Transversal (políticas de cooperación, idiomas, habilidades con las nuevas tecnologías...): 31 de marzo de 2009.
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